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Capítulo 1 Cuestiones generales





Cuestiones generales sobre las relaciones laborales especiales


 El artículo 2 ET enumera una serie de supuestos que se califican de relaciones laborales de carácter especial; y para las que se prevé una regulación específica que respetará los derechos básicos reconocidos en la CE (art. 2.2 ET). Estos son los siguientes:


	
a)  Relación laboral especial del personal de alta dirección no incluido en el art. 1.3.c ET.

	
b)  Relación laboral especial del servicio del hogar familiar.

	
c)  Relación laboral especial de los penados en las instituciones penitenciarias.

	
d)  Relación laboral especial de los deportistas profesionales.

	
e)  Relación laboral especial de las personas artistas que desarrollan su actividad en las artes escénicas, audiovisuales y musicales, así como las personas que realizan actividades técnicas o auxiliares necesarias para el desarrollo de dicha actividad.

	
f)  Relación laboral especial de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquellas.

	
g)  Relación laboral especial de los trabajadores con discapacidad que presten sus servicios en los centros especiales de empleo.

	
h) Relación laboral especial de los menores sometidos a la ejecución de medidas de internamiento para el cumplimiento de su responsabilidad penal.

	
i)  Relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la Salud (MIRES).

	
j)  Relación laboral especial de los abogados que prestan servicios en despachos de abogados, individuales o colectivos.



Si bien el RDL 8/2017 derogó expresamente el artículo 2.1.h ET (estibadores portuarios), dadas las especificidades de dicha relación laboral, se ha considerado oportuno incluirla en este análisis. 

Cualquier otro trabajo que sea expresamente declarado como relación laboral de carácter especial por una ley. Así:


	
-  La de los profesores de religión.

	
-  La del personal laboral de las Administraciones Públicas.

	
-  La del personal civil no funcionario de establecimientos militares.



El carácter especial de estas relaciones de trabajo deriva, en ocasiones, del tipo de trabajo que se realiza, o del lugar donde se prestan los servicios; y que determinan la necesidad de prever unas determinadas especialidades en ciertos puntos, ya que resultaría poco funcional la aplicación de la normativa laboral general.

La regulación específica para estas relaciones especiales de trabajo no atenta al principio de igualdad respecto del trabajador común, ya que se parte de situaciones diferentes (STC 26/1984, 24 feb.), ni al principio de no discriminación (STC 20/1994, 27 en.; STC 103/1990, 4 jun.).









Capítulo 2 Trabajadores de alta dirección






1. Fuentes reguladoras y fundamento de la especialidad


 1.  Fuentes reguladoras

Su régimen jurídico se encuentra en el RD 1382/1985, de 1 de agosto.

La peculiaridad fundamental de la relación laboral del personal de alta dirección radica en el gran juego que se deja a la voluntad de las partes, y la escasa aplicación de la normativa laboral común.

De este modo:


	
- Los derechos y obligaciones laborales de los altos directivos se regulan por la voluntad de las partes, con sujeción a lo dispuesto en el RD 1382/1985. 

	
- En lo no regulado por el RD 1382/1985 o por el pacto entre las partes, se estará a lo dispuesto en la legislación civil o mercantil y a sus principios generales.Al aplicarse con carácter supletorio la legislación civil y mercantil, es perfectamente válido un pacto entre las partes que modifique las condiciones iniciales del trabajador de alta dirección, estableciendo otras inferiores (STS 20-3-91).



	
- La normativa laboral común, incluido el ET, sólo se aplicará cuando exista remisión expresa a la misma en el RD 1382/1985 o en el contrato.



Y así:


	
- A las infracciones laborales de los empresarios les será de aplicación el artículo 60 ET según dispone el art. 13 RD 1382/1985.

	
- El contrato de alta dirección puede suspenderse por las causas y con los efectos previstos en el artículo 45 ET ex art. 15 RD 1382/1985.

	
- El orden jurisdiccional social es competente para conocer los litigios derivados del contrato de alta dirección, aplicándose cuando proceda, en materia de prescripción y caducidad de acciones el artículo 59 ET de acuerdo con el art. 15 RD 1382/1985. Ello significa que se aplica el plazo de caducidad de 20 días para la acción de despido; y el de un año para reclamación de cantidades (STS 28-6-02, rcud. 2460/01).



Esta aplicación residual de la legislación laboral, y las mayores facilidades en punto a la extinción de la relación especial de alta dirección hace que, en ocasiones, sea el propio empresario el interesado en que la relación de trabajo se califique como especial de alta dirección.

Los trabajadores de alta dirección no participarán ni como electores ni como elegibles en los órganos de representación unitaria de los trabajadores según el art. 16 RD 1382/1985.

Como los altos directivos no participan en las elecciones a representantes de los trabajadores, quedan excluidos del ámbito personal de aplicación de los convenios colectivos (STS 15-3-90).


ATENCIÓN El RD 451/2012, de 5 de marzo, regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y otras entidades.

Existe un Acuerdo del Consejo de Ministros de 17 de diciembre de 1993 (Res 27-12-93), dictando instrucciones para uniformar y limitar la cuantía de las indemnizaciones por extinción del contrato de los altos cargos y personal directivo del sector público estatal ; acuerdo que no resulta aplicable a los organismos públicos no estatales (STSJ Canarias 31-3-05, Rec. 1111/04).



2.  Fundamento de la especialidad

La especialidad de la relación del personal de alta dirección tiene su fundamento en la recíproca confianza de las partes de la misma (art. 2 RD 1382/1985). La cualidad intuitu personae que acompaña este tipo de relación es la que justifica su especial configuración legal, tal como así se expresa en el Preámbulo del RD 1382/1985, al afirmar que la recíproca confianza que debe existir entre ambas partes, derivada de la singular posición que el directivo asume en el ámbito de la empresa en cuanto a facultades y poderes (STS 27-9-2011, rcud. 4146/2010).

Si bien, el hecho de que exista una relación de confianza no es suficiente para apreciar la existencia de un trabajo de alta dirección, porque ni la confianza es elemento privativo de esa relación, ni la existencia de la misma podría justificar la falta de los requisitos legales para estimar que existe un trabajo de alta dirección (STSJ Cataluña 4-5-05, Rec. 1800/05).

La Administración puede acudir también cuando esté justificado acudir a contratar personal sujeto a la relación laboral de alta dirección; sin que ello menoscabe las garantías que regulan la selección de personal en el empleo público (STS, Sala 3.ª, 18-10-99, Rec. 3714/95). No ha sido objeto de desarrollo normativo, a nivel estatal ni a nivel autonómico, la previsión que sobre el personal directivo profesional al servicio de las Administraciones públicas, incluidas en su ámbito de aplicación, se contiene en el artículo 13 EBEP (SSTS 12- 09-2014, rcud. 1158/2013; 12-09-2014, rcud.- 2591/2012; 12-09-2014, rcud. 2787/2012 y 15-09-2014, rcud. 940/2013).








2. Noción de trabajador de alta dirección


 Se consideran trabajadores de alta dirección los que están calificados por las siguientes notas:

a) Ejercitan poderes inherentes a la titularidad jurídica de la empresa.

No obsta a la posible existencia de esta nota el hecho de que algunos poderes hayan de ejercitarse de forma mancomunada, siempre que se trate de poderes inherentes a la titularidad jurídica de la empresa (STS 13-11-91, rec. 882/90; STSJ Cantabria 18-4-05, rec. 155/05).

Pero, en todo caso, es preciso no confundir el ejercicio de algunas funciones directivas por algunos trabajadores ‐y que es fenómeno de delegación de poder que está siempre presente en organizaciones dotadas de una cierta complejidad- con la alta dirección (por ejemplo, STS 13-3-90; STSJ Cantabria 25-4-05, Rec. 331/05).

b) El ámbito de esos poderes está referido a los objetivos generales de la empresa.

ATENCIÓN Se ha de tratar de poderes referidos a áreas funcionales de indiscutible importancia para la vida de la empresa o a aspectos trascendentales de sus objetivos, con dimensión territorial plena o referida a zonas o centros de trabajo nucleares para dicha actividad (STS 4-6-99, rec. ud. 1972/98). Por ello no se es alto directivo si escapan a su control áreas estratégicas generales tan importantes como la contable y la financiera (STSJ Cantabria 25-4-05, rec. 331/05).


c) Ejercen su actividad con autonomía y plena responsabilidad, limitados sólo por los criterios e instrucciones directas que emanen de la persona u órganos superiores de gobierno de quien ocupe la titularidad de la empresa.

La autonomía y plena responsabilidad no queda desvirtuada por el hecho de que el titular de la empresa exija tener conocimiento de un mayor o menor número de decisiones del alto directivo, ya que dicho titular de la empresa siempre es libre para dar instrucciones y fiscalizar el trabajo de aquel (STS 26-11-90).

Esta última nota es una de las que sirven para distinguir entre alta dirección y mero directivo, en cuanto estos últimos reciben instrucciones de otros órganos delegados de dirección de la entidad empleadora (STS 17-6-93, rec. ud. 2003/92; STS 4-6-99, rec. ud. 1972/98; STS 18-12-00, rec. ud. 923/00; STSJ Cantabria 4-7-05, rec. 566/05).

De modo que no todo directivo de alto nivel en la empresa es personal de alta dirección, sino, muy al contrario, tan solo uno de tales directivos puede llegar a ocupar realmente esta posición, en la medida en que todos los demás estarán jerárquicamente sometidos a su dirección y control, con lo que no concurre en aquéllos el requisito de estar exclusivamente sometidos a las órdenes e instrucciones de los órganos de administración de la empresa que ocupan su titularidad (STSJ Cataluña 28-2-05, rec. 5278/04).

En todo caso es jurisprudencia consolidada que, dada la especialidad de la relación laboral del alto cargo, esta figura no puede ser objeto de interpretación extensiva.

El artículo 8.1 ET establece una presunción de laboralidad de la relación pero de laboralidad común, indefinida y a tiempo completo; siendo, por tanto, incumbencia de quien la alegue la prueba de que se trata de una relación laboral especial de alta dirección (STSJ Cantabria 4-7-05, rec. 566/05; STSJ Cantabria 6-5-05, rec. 350/05).

A la vista de las notas anteriores, se califican de personal de alta dirección situaciones como las siguientes:


	
-  El director general, ya que dentro del organigrama de la empresa figuraba solo el Presidente como superior suyo, no tenía la condición de mando intermedio, y estaba facultado para llevar a cabo todos los actos esenciales de la gestión de la actividad empresarial, propios o inherentes a la titularidad de la misma (STSJ Galicia 30-1-2015, rec. 4070/2014).

	
-  El director gerente de cooperativa que ostenta facultades para, en nombre y representación de la sociedad, solicitar y obtener apertura de cuentas corrientes o de ahorro, disponer de ellas mediante talones, cheques, órdenes de pago o cualesquiera otra clase de documentos, solicitar o negociar préstamos bancarios; gestionar y negociar el precio de la fruta producida por los cooperativistas; dar órdenes a los empleados, solicitar subvenciones y decidir sobre el día a día de la cooperativa; atender las relaciones con los clientes y proveedores concertando contratos en nombre de la cooperativa y, todo ello, con total independencia y autonomía bajo la única directriz emanada del Consejo Rector (STSJ Aragón 2-10-2015, rec. 572/2015).

	
-  El director gerente de un hospital psiquiátrico, al menos, a partir de la entrada en vigor de la Ley 7/2007, de 12 de abril, reguladora del Estatuto Básico del Empleado Público (STS 14-02-2012, rec. u.d. 4431/2010).

	
-  El Director del departamento de inversiones de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (STSJ Madrid 23-02-2015, rec. 782/2014).

	
-  El Director del Ballet Nacional (STSJ Madrid 11-11-2014, rec. 361/2014).

	
-  El Gerente de una Agencia Municipal Tributaria de Ayuntamiento (STSJ Andalucia/Granada 12-11-2015, rec. 1425/2015).

	
-  El Director Gerente de una empresa es trabajador de alta dirección (STS 13-4-87). Independientemente del alcance del apoderamiento a una zona geográfica delimitada (STSJ C. Valenciana 12-01-16, rec. 3369/2015).

	
-  Son trabajadores de alta dirección los directores de gestión hospitalaria de los servicios públicos de salud (STS 2-4-01, Rec. -u.d.- 2799/00).

	
-  El director de una emisora de radio es trabajador de alta dirección (STS 6-3-90).

	
-  El director de una sola empresa del grupo, dado que se trata de una empresa multinacional de grandes dimensiones, de modo que las responsabilidades han de asignarse a áreas concretas del grupo, sin que puedan asignarse a todos los altos directivos funciones que comprendan a todas las filiales o a todas las áreas del mismo (STSJ Madrid 21-7-05, Rec. 1018/05).

	
-  El máximo responsable laboral con muy amplios poderes de empresa española, que tiene personalidad jurídica propia, aunque dependa de varios cargos trasnacionales y necesite para determinadas operaciones el concurso del director financiero (STSJ Cataluña 22-4-05, rec. 10057/04).



Pero no se consideran trabajadores de alta dirección:


	
-  Aquellos que, aún ejercitando algunas funciones directivas, dependen de órganos ejecutivos centrales de la empresa, y tienen atribuidas facultades parciales y limitadas. Así, el director de una de las clínicas del empresario con funciones de administración (STS 11-6-90); el gerente de empresa pública, con poderes limitados, ostentando facultades meramente instrumentales o de ejecución (STSJ Galicia 25-4-17, rec. 406/2017); el director de exportación y el director comercial (STS 6-10-90; STSJ Cataluña 28-2-05, Rec. 5278/04); el director técnico de una correduría de seguros (STSJ Madrid 9-09-2015, rec. 350/2015); el jefe de administración, secretario no consejero del consejo de administración con poderes no ejercitables (STSJ Andalucia, Málaga 21-05-2015, rec. 619/2015); el director gerente de un puerto deportivo (STSJ Andalucía, Málaga 23-04-2015 rec. 379/2015); el director responsable de una oficina (STSJ Cantabria 6-5-05, Rec. 350/05); el director financiero de un grupo de empresas (STS 4-6-99, Rec. -u.d.- 1972/98).

	
-  Los que tienen limitadas sus funciones a una zona geográfica, ciudad o similar (STS 7-11-88).

	
-  El administrador del hospital, en cuanto depende del director del mismo; y que será simple jefe de la unidad administrativa del hospital (STS 10-11-89).

	
-  El director de un complejo hotelero de una cadena internacional de establecimientos de hostelería, en cuanto que no tiene poderes referidos a objetivos generales del conjunto empresarial, sino sólo referidos al área funcional y territorial encomendada (STS 22-4-97, Rec. -u.d.- 3321/96).

	
-  El director de un parador de turismo (STS 12-9-90). El director de un centro médico de una caja de ahorros (STS 11-3-89).

	
-  El director-gerente de una cooperativa que no tiene delegadas las funciones del Consejo Rector, sino que sólo se le confiere delegación para cada caso concreto (STS 26-6-89; STS 18-9-86).

	
-  El jefe de máquinas, en cuanto que no ejercita poderes inherentes a la titularidad de la empresa y relativos a sus intereses generales de la misma (STS 3-10-00, Rec. -u.d.- 3918/99).

	
-  El jefe de los servicios médicos de un club deportivo, aunque tenga conferidas facultades para contratar y cesar personal, ya que esas funciones se mantienen dentro de sus funciones directivas comunes que no deben confundirse con la alta dirección (STS 13-3-90).

	
-  El ingeniero técnico que ostenta funciones en relaciones con el área de recursos humanos de la empresa (STSJ Cataluña 10-3-05, Rec. 9579/04).



De esta consideración quedan expresamente excluidos los que desempeñen actividad de consejeros en empresas que revistan forma jurídica de sociedad, contemplados en el artículo 1.3.c) ET, ex art. 1.3 RD 1382/1985.

ATENCIÓN Para el deslinde de la relación societaria de estos sujetos y la especial laboral de alta dirección no es suficiente el criterio de la actividad desarrollada, ya que puede ser idéntica en ambos casos, sino el criterio del nombramiento para el cargo que habilita para el ejercicio de tales funciones, el llamado criterio de la integración orgánica (STS 20-11-02, rcud. 377/02); y así, cuando el órgano de administración confiera tales facultades mediante apoderamiento a favor de persona ajena a aquel órgano, la relación entre el designado y la sociedad será la laboral especial de alta dirección, mientras que si el órgano de administración atribuye mediante delegación interna determinadas facultades a persona integrada en aquel órgano, la relación mantendría su carácter mercantil o societario (por ejemplo, STS 12-03-2014, rcud. 3316/2012; STS 4-6-96, rcud. 3684/95; STS 6-6-96, rcud. 2916/95; STS 4-2-02, rcud. 811/01; STSJ Galicia 20-11-2014, rec. 1301/2013; STSJ Cataluña 15-4-05, Rec. 10069/04; SATSJ Madrid 28-2-05, Rec. 3955/04; STSJ C. Valenciana 3-2-05, Rec. 3182/04).


En consecuencia, el cese del vínculo societario de quien fue director general no supone la reanudación de la anterior relación de alta dirección, salvo que esté previsto en norma colectiva o pacto individual (STS 24-05-2011, rcud. 1427/2010).







3. Forma y contenido del contrato


 Podrá formalizarse por escrito en duplicado ejemplar.

Deberá hacer referencia, como mínimo, a las cuestiones siguientes:


	
-  Identificación de los contratantes.

	
-  Objeto del contrato.

	
-  Retribución convenida, con especificación de sus partidas, en metálico o en especie.

	
-  Duración del contrato.

	
-  Cualesquiera otras menciones que pueda exigir el RD 1382/1985.



Si el contrato no se formaliza por escrito, el trabajador es personal de alta dirección si en su trabajo se dan las notas que caracterizan a esta relación especial.

Por tanto, la forma escrita en el contrato de alta dirección no es un requisito ad solemnitatem (STS 7-3-88).

Hay un supuesto en que es necesaria la forma escrita: el caso de la llamada promoción interna.







4. Promoción interna


 1.  Supuesto

La promoción interna es aquel supuesto en que un trabajador que está vinculado a la empresa por una relación laboral común, promociona al ejercicio de actividades de alta dirección en la misma empresa o en otras que mantuviese con ella relaciones de grupo u otra forma asociativa similar.

Si el promovido a trabajador de alta dirección simultanea sus prestaciones con otras propias del trabajador común, prevalece la relación de alta dirección (STS 31-1-91, Rec. 780/90).

2.  Sustitución o suspensión de la relación laboral común

El contrato especificará si la relación de alta dirección sustituye a la relación laboral común o si ésta solamente su suspende. En el caso de silencio del contrato en este punto, se entenderá que la relación laboral común queda suspendida.

Si el trabajador común promocionado a alto cargo era representante de los trabajadores, pierde esta condición (STSJ Cantabria 18-4-05, Rec. 155/05).

a) Opción por la sustitución.

ATENCIÓN Si se hubiese optado por la sustitución de la relación laboral común por la especial, esta renovación sólo producirá efectos una vez transcurridos dos años desde el acuerdo novatorio.


El acuerdo de sustitución hace desaparecer del todo el vínculo generado por la relación laboral común (STS 31-1-91, Rec. 780/90).

b) Suspensión de la relación laboral común.

Cuando la relación laboral ordinaria quede meramente suspendida, al extinguirse la relación laboral especial de alta dirección el trabajador podrá optar por reanudar la relación común de origen, excepto en el caso en que la relación especial de alta dirección se haya extinguido por despido disciplinario declarado procedente. Alguna doctrina de suplicación califica esta situación de excedencia legis (STSJ Madrid 5-4-05, Rec. 5537/04).

La opción por la reanudación de la relación laboral común de origen se entiende sin perjuicio de las indemnizaciones a que pueda tener derecho el trabajador por la extinción de la relación especial de alta dirección.

ATENCIÓN El momento para pedir la reanudación de la relación de trabajo ordinaria que estaba suspendida varía según la causa de extinción de la relación especial de alta dirección (STS 28-11-91, Rec. -u.d.- 623/91; STSJ Madrid 29-3-05, Rec. 5995/04):



	
1)  Si la extinción de la relación especial se produjo por desistimiento del empresario, la reanudación de la relación laboral común debe iniciarse a partir del momento en que tuvo lugar el desistimiento.Existe desistimiento del empresario desde el momento en que le revoca los poderes otorgados, pasando desde ese momento la relación laboral a ser relación ordinaria; no enervando tal conclusión la falta de comunicación del desistimiento (STSJ Castilla y León 31-3-05, Rec. 329/05).



	
2)  Si la extinción de la relación laboral especial se produjo por despido, como existe posibilidad de que esa relación vuelva a renacer si el despido se declara nulo o improcedente y las partes acuerdan la readmisión, mientras exista esa posibilidad de renacimiento no puede considerarse abierto el plazo para solicitar la reanudación de la relación laboral común.El TS ha unificado doctrina en el sentido de que el Real Decreto no concede al trabajador opción entre reanudar la relación laboral común o la extinción del contrato con la pertinente indemnización, sino solamente la posibilidad de reanudar la relación laboral común que hasta ese momento se encontraba suspendida (STS 13-2-08, rcud. 4348/2006).



	
3)  Si el despido del alto cargo se declaró procedente, queda extinguida también la relación laboral común que estaba suspendida.

	
4)  Al señalarse en el art. 9.3 RD 1382/1985 que la reanudación laboral de origen procede «sin perjuicio de las indemnizaciones» a que pueda tener derecho a resultas de la extinción de la relación laboral especial, se está permitiendo compatibilizar readmisión y percibo de indemnización por el cese en el cargo de mayor entidad (STS 16-11-04, rcud. 6010/03).









5. Duración, periodo de prueba y tiempo de trabajo


 1.  Duración

La duración del contrato será la acordada por las partes. A falta de pacto escrito, se presume celebrado por tiempo indefinido.

2.  Periodo de prueba

Podrá concertarse o no un período de prueba. Si se pacta período de prueba y el contrato de alta dirección es indefinido, la duración del período de prueba no podrá exceder de nueve meses. Transcurrido este período sin desistimiento, el período de prueba computa a efectos de antigüedad.

3.  Tiempo de trabajo

Todo lo relativo al tiempo de trabajo ‐jornada, horarios, fiestas, permisos, vacaciones‐, será el fijado en las cláusulas del contrato.

Esta libertad contractual sólo cuenta con un límite: que no se configuren prestaciones a cargo del trabajador que excedan notoriamente de las que sean usuales en el ámbito profesional correspondiente.

La libertad que existe en materia de pactos contractuales respecto al tiempo de trabajo justifica que pueda existir un contrato de alta dirección a tiempo parcial (STS 4-2-97, rcud. 2277/96).

La obligación de registro de jornada (ex arts. 34.9 y 35.5 ET) no es aplicable a la relación laboral especial de alta dirección conforme al art. 4.1 ET (STSJ Madrid 30-06-2022, rec. 488/2022).







6. Prohibición de no concurrencia y pacto de permanencia


 1.  Prohibición de no concurrencia del alto directivo

a) Durante la vigencia del contrato.

Durante la vigencia del contrato existe una previsión en el artículo 8 RD 1382/1985 que engloba tanto una prohibición de concurrencia como una plena dedicación a la empresa. Y es que el trabajador de alta dirección no podrá celebrar otros contratos de trabajo con otras empresas, salvo autorización del empresario o pacto escrito en contrario.

La autorización se presume cuando la vinculación a otra entidad fuese pública y no se hubiese hecho exclusión de ella en el contrato especial de trabajo.

Ignorando la empresa que el alto cargo venía realizando actividades concurrentes con la empresa, es inválido y sin efecto el mutuo acuerdo extintivo de la relación de alta dirección en esta situación por haberse realizado con error grave que vicia el consentimiento de la empresa; ello obliga al alto cargo a devolver la cantidad recibida como indemnización por extinción y el abono de intereses a partir de esa fecha. Y deja también vigente el pacto de no concurrencia postcontractual que en su momento se había establecido (STSJ Cantabria 10-5-05, Rec. 1188/04).

b) No concurrencia postcontractual.

Se puede celebrar un pacto de no concurrencia postcontractual si se dan los requisitos siguientes:


	
-  El pacto no puede tener una duración superior a dos años.

	
-  El empresario ha de tener efectivo interés industrial o comercial en el mismo.

	
-  Se debe satisfacer al alto directivo una adecuada compensación económica, siendo nulo el pacto ante la inadecuación de la compensación económica (STSJ Andalucía 23-3-17, rec. 846/2016).



Así, no se entiende incumplido el pacto ante la inexistencia de equiparación de cargos y responsabilidades (gerente en la empresa cesante y administrativa en la nueva empresa) y por desproporción económica compensatoria (SJS no 3 San Sebastián, 9-10-2014, núm. 344/2014).

2.  Pacto de permanencia del alto directivo

Puede pactarse un pacto de permanencia en la empresa, de duración determinada, y siempre que el alto directivo haya recibido una especialización profesional con cargo a la empresa. Si el alto directivo abandona el trabajo antes del término fijado, puede pactarse que el empresario tenga derecho a una indemnización de daños y perjuicios.







7. Poder disciplinario empresarial


 El alto directivo puede ser sancionado por el empresario por incumplimiento de sus obligaciones contractuales, en los términos que se pacten en el contrato.

Las faltas prescribirán a los doce meses, contados a partir de su comisión, o desde que el empresario tuvo conocimiento de ellas.

Las faltas y las correspondientes sanciones son revisables ante el orden jurisdiccional social.







8. Extinción del contrato por voluntad de alto directivo


 Se distinguen dos supuestos (art. 10 RD 1382/1985):

1) Dimisión no causal con preaviso

Sin necesidad de alegar ninguna causa, el alto directivo puede extinguir el contrato, observando un plazo de preaviso de tres meses.

El plazo de preaviso podrá ser de hasta seis meses en dos casos:


	
-  Si así se ha establecido por escrito en los contratos celebrados por tiempo indefinido.

	
-  Si se ha pactado una duración del contrato superior a cinco años.



El incumplimiento total o parcial del preaviso genera derecho a favor del empresario a una indemnización equivalente a la de los salarios correspondientes a la duración del período incumplido.

2) Extinción causal

Se distinguen dos supuestos:

a) En los casos de sucesión de empresa o cambio importante en su titularidad que traiga como consecuencia una renovación en la composición de sus órganos rectores o en el contenido y planteamiento de su actividad principal.

Si es así, el alto directivo puede extinguir por su voluntad el contrato, condicionado a que la extinción se produzca dentro de los tres meses siguientes a la producción de tales cambios.

En estos casos, el alto directivo tiene derecho a la indemnización por extinción pactada en el contrato; o, en su defecto, a siete días de salario en metálico por año de servicio, con el límite de seis mensualidades. El salario regulador, salvo pacto en contrario, será el que perciba en metálico, excluyendo las retribuciones en especie (STS 24-11-2011, rcud. 191/2011).

Si el alto directivo no ejercita dicha facultad rescisoria, la sucesión conlleva el respeto de las convenciones contractuales del alto directivo, incluidas las indemnizaciones que se hubieran pactado con la empresa subrogada por despido o desistimiento. El mantenimiento de las mismas condiciones laborales por parte del personal de alta dirección en el caso de la sucesión de empresa es conclusión que también se ve reforzada por la previsión contenida en el art. 3.1 de la Directiva 2001/23/CE respecto de la continuidad automática e íntegra de las relaciones laborales en curso (STS 27-09-2011, rec. u.d. 4146/2010).

b) Extinción por incumplimiento contractual grave del empresario.

El alto directivo puede extinguir el contrato sin necesidad de respetar preaviso alguno si se dan alguna de las siguientes causas:


	
-  Modificaciones sustanciales en sus condiciones de trabajo que, de modo notorio, redunden en perjuicio de su formación profesional, en menoscabo de su dignidad, o sean decididas por el empresario con trasgresión de la buena fe.No hay trato vejatorio o perjuicio grave en la formación profesional del trabajador cuando se cesa en un puesto de confianza, como es el de Gerente, con devolución al puesto de trabajo de origen (STS 27-3-91, Rec. 1068/90).



	
-  Falta de pago o retrasos continuados en el abono del salario pactado.

	
-  Cualquier otro incumplimiento grave de las obligaciones contractuales del empresario, salvo supuestos de fuerza mayor.



En estos casos, y aunque la redacción del artículo 10.3 RD 1382/1985 pudiera hacer pensar otra cosa, la postura jurisprudencial es que la resolución causal del contrato por el trabajador de alta dirección no es extrajudicial sino judicial en los mismos términos que para el trabajador común prevé el artículo 50 ET (STS 30-5-91, Rec. 1412/90).

El alto directivo tiene derecho a la indemnización por extinción pactada en el contrato; o, en su defecto, a siete días de salario en metálico por año de servicio, con el límite de seis mensualidades.

Existe la facultad de retracción de la dimisión preavisada siempre que no cause un perjuicio sustancial a la empresa (STSJ Comunidad Valenciana 21-02-2023, rec. 3612/2022).







9. Extinción del contrato por voluntad del empresario


 1.  Desistimiento empresarial

A diferencia de la relación de trabajo común, el contrato de trabajo del alto directivo puede extinguirse por desistimiento del empresario, sin necesidad de alegar ninguna causa para ello.

En el caso del desistimiento no se precisa motivación o expresión de las causas del mismo (STSJ Galicia 7-5-2014, rec. 3388/2013; SSTCO 79/1983; 1/1984; 20/1994). El desistimiento no es susceptible de control causal (STS 6-6-96, rcud. 2469/95; STSJ País Vasco 12-5-2015, rec. 750/2015; STSJ Madrid 30-06-2022, rec. 488/2022). Si bien tiene como límite el respeto de los derechos fundamentales, la única manera de reparar la vulneración de derechos fundamentales es condenar a la readmisión, así como al abono de los salarios dejados de percibir como consecuencia de la conducta antijurídica del empleador (STS 18-06-2012, rcud. 2604/2011).

La extinción del contrato del alto directivo por voluntad del empresario se sujeta a dos requisitos:


	
a)  Debe ser comunicado por escrito. La ausencia de notificación escrita del desistimiento conlleva la declaración de improcedencia del despido (STSJ Comunidad Valenciana 21-02-2023, rec. 3612/2022; STSJ Madrid 12-7-16, rec. 87/2016).

	
b)  Debe mediar un preaviso mínimo de tres meses; pudiendo ser de hasta seis meses si así está establecido por escrito en los contratos de alta dirección por tiempo indefinido; o si el contrato tiene una duración superior a cinco años.



En el sector público el preaviso será de 15 días (disp. adic. 8ª Ley 3/2012) aunque no se haya producido la adaptación del contrato (STSJ Madrid 28-6-17, rec. 544/2017).

El RD 1382/1985 establece así un período de preaviso mínimo y otro máximo; pero si en contrato se ha fijado un preaviso superior a seis meses, la empresa es la culpable del período de preaviso fijado, por su posición dominante en la relación laboral, pudiendo el trabajador reclamar las consecuencias económicas derivadas de la fijación de ese plazo de preaviso (STSJ Madrid 17-6-05, rec. 4585/04).

ATENCIÓN El hecho de que se revoquen los poderes durante el período de preaviso no deja de ser más que una medida cautelar, que no hace perder a la relación de trabajo su carácter de relación especial de alta dirección mientras transcurre ese período de preaviso y hasta que se hace efectivo el cese (STS 12-7-97, rcud. 4307/96).


Si el deber de preaviso se incumple total o parcialmente, el alto directivo tendrá derecho a una indemnización equivalente a los salarios correspondientes a la duración del período incumplido.

Indemnizaciones:

La extinción del contrato de alta dirección por desistimiento del empresario genera a favor del alto directivo, el derecho a la indemnización pactada en el contrato.


ATENCIÓN En los supuestos de contratos con cláusula expresa consistente en que, en caso de despido improcedente, el actor percibirá la indemnización pactada, esta debe aplicarse a cualquier extinción por voluntad del empresario en que no existe causa y, entre ellas, al desistimiento (STS 6-6-96, rcud. 2469/95; STS 17-1-97, rcud. 2139/96).

La indemnización pactada en el contrato para supuestos de cese por voluntad del empresario no puede aplicarse a ceses que derivan de otras causas; así, aprobado un expediente de regulación de empleo, la causa del cese no es la voluntad del empresario, sino la causa objetiva que motiva el expediente, por lo que la indemnización aplicable será la prevista para este tipo de extinciones (STS 15-6-99, rcud. 2277/98; STSJ Aragón 31-5-05, rec. 310/05).



La indemnización que pueda estar pactada en el contrato no es una cláusula penal, ni puede tampoco ser objeto de moderación judicial (STS 12-3-97, rcud. 2048/96). Solución distinta en los casos de empresa declarada en concurso.

Para reclamar la indemnización pactada para el caso de desistimiento, no tiene por qué demandarse por despido, sino en un proceso de reclamación de cantidad (STS 20-10-98, rcud. 1045/98).

A falta de pacto, la indemnización será equivalente a siete días de salario en metálico por año de servicio, con el límite de seis mensualidades. Esta indemnización es un mínimo de derecho necesario no disponible, sin que sea aplicable la cláusula del contrato en el que se pactó la extinción sin derecho a indemnización (STS 22-4-2014, rcud. 1197/2013).

Una vez realizado el desistimiento, comunicado al trabajador y puesto fin a la relación laboral, no puede la empresa unilateralmente dejar sin efecto ese desistimiento y obligar al trabajador a reanudar el contrato y privarle de los derechos que su decisión extintiva le originó (STS 12-6-91, Rec. 543/90).


ATENCIÓN Existe un especial régimen indemnizatorio para los contratos de alta dirección en el Sector Público (disp. adic. 8ª.2 Ley 3/2012, 6 jul.):


	
1.  La extinción, por desistimiento del empresario, de los contratos mercantiles y de alta dirección, cualquiera que sea la fecha de su celebración, del personal que preste servicios en el sector público estatal, únicamente dará lugar a una indemnización no superior a siete días por año de servicio de la retribución anual en metálico, con un máximo de seis mensualidades (STSJ Cataluña 16-3-2016, rec. 6149/2015).

	
2.  El cálculo de la indemnización se hará teniendo en cuenta la retribución anual en metálico que en el momento de la extinción se estuviera percibiendo como retribución fija íntegra y total, excluidos los incentivos o complementos variables si los hubiere.La indemnización a percibir es la establecida en la disposición adicional 8ª Ley 3/2012, 6 jul., sin que con ello se vulnere el principio de irretroactividad, pues ni la indemnización en su día pactada ha sido consolidada ni se trata de una disposición sancionadora no favorable ni restrictiva de derechos individuales, ni el de seguridad jurídica (STSJ Cataluña 16-3-2016, rec. 6149/2015; STSJ Castilla y León 30-12-2015, rec. 1340/2015).

Si bien la extinción por desistimiento del empresario determina el abono de la indemnización correspondiente teniendo en cuenta la totalidad de servicios prestados en aplicación de la doctrina de la «unidad esencial del vínculo contractual» y del periodo de preaviso incumplido que se establecía en el contrato al no haberse adecuado el mismo a las previsiones contenidas en la disposición adicional 8ª Ley 3/2012, 6 jul. (STSJ Castilla-La Mancha, 29-9-2016, rec. 889/2016).



	
3.  No se tendrá derecho a indemnización alguna cuando la persona, cuyo contrato mercantil o de alta dirección se extinga, por desistimiento del empresario, ostente la condición de funcionario de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, o sea empleado de entidad integrante del sector público estatal, autonómico o local con reserva de puesto de trabajo (STSJ Andalucia/Granada 6-11-2013, rec. 1657/2013).

	
4.  El desistimiento deberá ser comunicado por escrito, con un plazo máximo de antelación de quince días naturales. En caso de incumplimiento del preaviso mencionado, la entidad deberá indemnizar con una cuantía equivalente a la retribución correspondiente al periodo de preaviso incumplido.





2.  Despido disciplinario del empresario

El alto directivo puede ser despedido disciplinariamente por el empresario, en caso de incumplimiento grave y culpable de aquél.

Las causas de despido disciplinario del artículo 54 ET son aplicables también al despido del alto directivo (STS 30-4-91; STS 31-1-91; STSJ Madrid 8-2-05, rec. 4392/04). Así será procedente un despido de un letrado y asesor jurídico que cobra directamente las costas, a favor del cliente, sin ponerlo en conocimiento de la empresa (STSJ Extremadura 6-6-17, rec. 249/2017).

Si bien, la pérdida de confianza puede justificar el desistimiento del empresario en la relación especial de alta dirección, pero no es causa de despido disciplinario; si al alto directivo se le despide alegando pérdida de confianza, el despido debe ser declarado improcedente (STS 4-2-91, rec. 450/90).

La forma y los efectos del despido disciplinario son los señalados para el contrato de trabajo ordinario, con las siguientes particularidades:

En el supuesto de despido declarado improcedente: respecto a las indemnizaciones se estará a las cuantías que se hubiesen pactado en el contrato.

Se ha admitido la posibilidad de acumular en una demanda la pretensión principal de que se declare improcedente el despido, y como petición subsidiaria el abono de una indemnización por tratarse de un desistimiento del empresario que lleva aparejada la obligación de indemnizar (STS 20-12-89).

ATENCIÓN La reclamación de las indemnizaciones pactadas para el caso de despido, deben reclamarse en el propio proceso de despido cuando el alto cargo lo impugna. Pero si el alto cargo entiende que su cese es conforme a ley, no tiene por qué ejercitar ninguna acción de despido, sin que la falta de ejercicio de esta acción produzca la pérdida de las indemnizaciones pactadas para el caso de ceses lícitos; en casos como éste, y dado que la obligación de indemnización está viva y vigente, el trabajador puede reclamar la indemnización en un procedimiento de reclamación de cantidad (STS 12-3-97, rcud. 2048/96).


A falta de pacto al respecto, la indemnización por despido improcedente será de veinte días de salario en metálico por año de servicio, hasta un máximo de doce mensualidades. El término salario en metálico excluye el salario en especie (STS 24-11-2011, rcud. 191/2011).

La indemnización por falta de preaviso debe abonarse también en los casos de despido improcedente (STS 1103-2013, rcud. 712/2012, STS 25-11-2008, rcud. 5057/2006).

Para computar dentro de la indemnización también el salario en especie es precisa la existencia de pacto expreso en ese sentido (STS 13-11-91, rec. 882/90). Así ocurre en el caso en que la indemnización se pactó sobre «salario bruto», lo que comprende también el salario en especie (STSJ Madrid 17-6-05, rec. 4585/04).

Si se plantea demanda por despido y el órgano judicial la desestima por entender que no existió despido sino desistimiento del empresario, en la misma sentencia se debe reconocer al trabajador la indemnización pactada en el contrato para el supuesto de desistimiento del empresario (STS 18-3-91, Rec. 1010/90). Y es que lo que no cabe es disfrazar la voluntad empresarial de desistir unilateralmente del contrato fingiendo un despido, a efectos de obtener una más reducida indemnización por el cese del alto directivo (STS 19-10-06, rcud. 617/05).

Si bien la norma estableció que, tanto en el caso de despido declarado improcedente como de despido declarado nulo, corresponde al acuerdo entre empresario y alto directivo decidir si se produce la readmisión o si procede el abono de la indemnización. A falta de acuerdo al respecto se entiende que se opta por el abono de las percepciones económicas. En el caso de despidos nulos por vulneración de Derechos Fundamentales, la Jurisprudencia y doctrina judicial (STS 18-06-2012, rcud. 2604/2011; SSTSJ Madrid 25-01-2012, rec. 2962/2011 y 2-12-2010, rec. 4753/2010) entienden que la consecuencia debe ser la readmisión obligatoria y el abono de los salarios de tramitación, ya que si bien es cierto que la relación laboral de carácter especial del personal de alta dirección se fundamenta en la recíproca confianza de las partes (art. 2 del Real Decreto 1382/1985), y la normativa que la regula no prevé la readmisión forzosa en caso de despido nulo (art. 11.3 del Real Decreto 1382/1985) y el ET sólo se aplica en caso de remisión expresa del Real Decreto 1382/1985, o cuando así conste en el contrato de trabajo (art. 3.2 de la citada norma), ello no excluye que esta relación laboral especial deba respetar los derechos fundamentales de la Constitución (el art. 2.2 del ET se refiere a los derechos básicos reconocidos por la Constitución). Los supuestos en los que el ordenamiento jurídico admite la libre extinción de la relación laboral a instancia del empresario tienen como límite el respeto de los derechos fundamentales, que gozan de la máxima protección. La única manera de reparar la vulneración de derechos fundamentales es condenar a la readmisión, así como al abono de los salarios dejados de percibir como consecuencia de la conducta antijurídica del empleador. Ello no supone que el art. 11.3 del Real Decreto 1382/1985, que no prevé la readmisión forzosa en caso de despido nulo, fuese un precepto vacío de contenido cuando se promulgó, porque cuando se aprobó este Real Decreto se consideraba nulo el despido con incumplimiento de requisitos formales, supuesto en el que sí procedía la exclusión de la readmisión forzosa.

ATENCIÓN En los supuestos de despidos improcedentes de los trabajadores de alta dirección no procede el abono de salarios de tramitación (SSTS 12-3-93, rcud. 788/92; 8-11-99, rcud. 4538/98).
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		2. Suspensión del contrato de trabajo

		3. Extinción del contrato de trabajo









		Capítulo 9 Menores sometidos a la ejecución de medidas de internamiento para el cumplimiento de su responsabilidad penal		1. Características de la relación laboral especial		1. Fuentes reguladoras

		2. Relación laboral

		3. Especialidades del trabajo de los menores internos









		Capítulo 10 Especialistas residentes en Ciencias de la Salud		1. Fuentes reguladoras y relación laboral		1. Fuentes reguladoras

		2. Relación laboral





		2. Forma y duración del contrato y periodo de prueba		1. Forma del contrato de trabajo

		2. Duración del contrato

		3. Período de prueba





		3. Retribución

		4. Tiempo de trabajo, permisos, festivos y vacaciones		1. Tiempo de trabajo

		8. Permisos, festivos y vacaciones





		5. Rotaciones

		6. Excedencias y suspensión		1. Excedencias

		2. Suspensión del contrato





		7. Extinción del contrato

		8. Procedimiento de revisión de las evaluaciones

		9. El régimen disciplinario

		10. El personal en formación por el sistema de residencia con discapacidad

		11. Derechos y deberes de los residentes		1. Derechos de los residentes

		2. Deberes de los residentes









		Capítulo 11 Abogados que prestan servicios en despachos		1. Fuentes reguladoras, delimitación y sujetos de la relación laboral		1. Fuentes reguladoras de los derechos y obligaciones

		2. Delimitación de la relación laboral de carácter especial

		3. Sujetos de la relación laboral especial





		2. Forma y contenido del contrato, periodo de prueba y peculiaridades		1. Forma y contenido

		2. Peculiaridades de un posible contrato formativo





		3. Organización del trabajo por los titulares del despacho

		4. El régimen de exclusividad de los abogados que presten servicios en despachos		1. Regla general

		2. Contenido del régimen de exclusividad

		3. Compatibilidades con el régimen de exclusividad

		4. Compatibilidad con el trabajo por cuenta propia del abogado





		5. Pacto de permanencia y pacto de no competencia postcontractual		1. El pacto de permanencia

		2. Pacto de no competencia postcontractual





		6. Tiempo de trabajo y período de prueba		1. Jornada

		2. Período de prueba

		3. Distribución de la jornada

		4. Descansos, vacaciones, fiestas y permisos

		5. Permisos de formación





		7. Promoción profesional y económica y retribuciones		1. Promoción profesional y económica

		2. Retribuciones





		8. Suspensión del contrato de trabajo		1. Causas generales

		2. Causa específica de suspensión





		9. Extinción del contrato de trabajo del abogado		1. Regla general

		2. Despido objetivo

		3. Despido disciplinario

		4. Extinción del contrato por voluntad del abogado





		10. Derechos colectivos de los abogados





		Capítulo 12 Estibadores portuarios		1. Fuentes reguladoras y relación laboral		1. Fuentes reguladoras

		2. Relación laboral y libertad de contratación





		2. Empresas y facultades de organización y dirección

		3. Centros Portuarios de Empleo (CPE)		1. Objeto y regulación

		2. Autorización

		3. Garantía financiera





		4. Contrato de trabajo		Particularidades de los contratos de puesta a disposición de trabajadores portuarios





		5. Capacitación para el ejercicio de la actividad de estibador portuario

		6. Adaptación convencional

		7. Condiciones de trabajo		1. Selección y contratación de personal

		2. Distribución del trabajo

		3. Tiempo de trabajo

		4. Retribuciones

		5. Clasificación y promoción profesional

		6. Movilidad funcional

		7. Opción despido

		8. Jubilación forzosa

		9. Subrogación convencional

		10. Derechos sindicales





		8. SAGEPs		1. Personal de las desaparecidas SAGEPs

		2. Responsabilidad de los accionistas

		3. Periodo de adaptación de las SAGEPs

		4. Medidas de subrogación

		5. Infracción administrativa









		Capítulo 13 Otras relaciones especiales		1. Los profesores de religión		1. Fuentes reguladoras

		2. El contrato de trabajo

		3. Los requisitos exigidos para impartir clases de religión y para el acceso al destino

		4. La extinción del contrato





		2. El personal civil no funcionario de Establecimientos Militares		1. Fuentes reguladoras

		2. El contrato de trabajo

		3. El pacto de permanencia en la Administración Militar

		4. Retribución

		5. Tiempo de trabajo

		6. Extinción del contrato





		3. El personal laboral de las Administraciones Públicas		1. Fuentes reguladoras

		2. El contrato de trabajo

		3. Extinción de la relación laboral









		Formularios		I. Trabajadores de alta dirección		F1. Contrato de relación laboral especial de alta dirección

		F2. Contrato de trabajo de alta dirección (promoción interna)

		F3. Contrato de opción de compra de acciones en base a contrato de alta dirección (stock options)

		F4. Comunicación de la empresa al alto directivo desistiendo del contrato de trabajo

		F5. Comunicación del alto directivo a la empresa de extinción del contrato de trabajo





		II. Empleados de hogar familiar		F6. Modelo de nómina para la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar

		F7. Extinción del contrato de empleado de hogar por no superación del periodo de prueba

		F8. Comunicación de la persona empleadora a la persona al servicio del hogar familiar extinguiendo el contrato de trabajo

		F9. Liquidación y finiquito de relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar





		III. Representantes de comercio		F10. Contrato de relación laboral especial de representante de comercio

		F11. Requerimiento de la empresa al trabajador en relación a su obligación de presentar los partes diarios de trabajo a la empresa por parte de los representantes de comercio

		F12. Recibo de pago de comisiones a representantes de comercio





		IV. Abogados		F13. Contrato de relación laboral especial de abogado





		V. Deportistas profesionales		F14. Contrato de relación laboral especial de deportista profesional

		F15. Acuerdo de cesión temporal de deportistas

		F16. Contrato de trabajo de jugador de fútbol profesional





		VI. Artistas/Espectáculos públicos		F17. Contrato indefinido de relación laboral especial de personas artistas en espectáculos públicos

		F18. Solicitud de autorización para la intervención de un menor de 16 años en un espectáculo público

		F19. Comunicación de la extinción del contrato de duración determinada de artistas





		VII. Profesionales taurinos		F20. Contrato de actuación para los matadores de toros, novilleros y rejoneadores

		F21. Contrato laboral de colaboración para la formación de cuadrilla



















